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Ley de 12 de diciembre de 1916 


 
Minería.-  Concédese a los adjudicatarios de petróleo, nafta, carbón de piedra, azufre y lignita la reducción de 


la patente fiscal y se prohibe toda nueva concesión de yacimientos petrolíferos. 


 


ISMAEL MONTES 


Presidente de la República de Bolivia 


 


Por cuanto, el Congreso Nacional ha sancionado la siguiente ley: 


 
EL CONGRESO NACIONAL 


 


DECRETA: 


 


Artículo 1º.- Se concede a los adjudicatarios de pertenencias de petróleo, nafta, carbón de piedra, 


azufre y lignita, por el término de tres años, a partir del 1º de enero de 1917, la reducción de la 


patente fiscal a dos centavos por hectárea y por año, debiendo en los dos años siguientes pagar la 


patente de diez centavos por cada hectárea, sujetándose a las disposiciones vigentes del ramo. 


 


Esta patente se pagará por semestres quedando desahuciadas de pleno derecho las concesiones que 


no abonaran la mitad de la patente establecida por esta ley, antes del 30 de junio y 31 de diciembre 


de cada año. 


 


Artículo 2º.- El Estado se reserva la participación del diez por ciento del producto bruto en todas las 


explotaciones de petróleo. 


 


Artículo 3º.- Desde la fecha de la promulgación de la presente ley queda prohibida toda nueva 


adjudicación de yacimientos petrolíferos quedando éstos de propiedad exclusiva del Estado.  Las 


concesiones que cayesen en caducidad o desahucio pasarán igualmente a dominio de éste, sin poder 


ser nuevamente materia de adjudicación. 


 


Artículo 4º.-  Serán también de propiedad del Estado los aceites minerales que se encuentren en la 


explotación de concesiones mineras, quedando la propiedad de dichos aceites exceptuada de la que 


la ley acuerda a los concesionarios sobre todas las sustancias que se hallen en el subsuelo de sus 


pertenencias. 


 


Artículo 5º.- Destínase el producto de estas patentes a la prolongación del ferrocarril de Sucre a 


Santa Cruz por Lagunillas. 


 


Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. 


 


Sala de sesiones del Congreso Nacional.-  La Paz, 4 de diciembre de 1916. 


 


BENEDICTO GOYTIA.-  P. SANCHEZ 


 


Ad. Trigo Achá, Senador Secretario.- J. Enrique Calvo, Diputado Secretario.-  W. González Duarte, 


Diputado Secretario. 


 


Por tanto:  la promulgo para que se tenga y cumpla como ley de la República.  


 
ISMAEL MONTES - A. Iturricha. 








Ley de 24 de Septiembre de 1917 


 
Transferencia.-  Se establece que en los contratos de transferencia de pertenencias de petróleo, a título 


oneroso, se pagará el medio por ciento sobre el valor de la venta. 


 


JOSE GUTIERREZ GUERRA 


Presidente de la República de Bolivia 


 


Por cuanto el Congreso Nacional ha sancionado la siguiente ley: 


 


EL CONGRESO NACIONAL 


 


Decreta: 


 


Artículo único.-  Las transferencias a título oneroso, de pertenencias de petróleo, pagarán el medio 


por ciento (1/2 %) sobre el valor total de la venta o transferencia. 


 


Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. 


 


Sala de sesiones del Congreso Nacional. 


 


La Paz, 20 de septiembre de 1917. 


 


ISMAEL VAZQUEZ.- J.L. Tejada.- Ad. Trigo Achá, Senador Secretario.- Ricardo Bustamante, 


Diputado Secretario.- Demetrio S. Mallo, Diputado Secretario. 


 


Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como ley de la República. 


 


Palacio de Gobierno en la ciudad de La Paz, a los veinticuatro días del mes de septiembre de mil 


novecientos diez y siete. 


 
JOSE GUTIERREZ GUERRA.-  Julio A. Gutiérrez 








Resolución Suprema de 20 de Julio de 1917 


 
Desistimiento.-  Acéptase el desistimiento de Luis Lavadenz y José Manuel Aponte, de las apelaciones 


relativas a la concesión petrolífera “Lagunillas” de Carlos Calvo. 


 


Ministerio de Hacienda.-  Bolivia.-  La Paz, 20 de julio de 1917. 


 


Vistos en apelación por excusa del señor Ministro de Justicia e Industria, los precedentes obrados 


relativos a la concesión petrolífera “Lagunillas” de Carlos Calvo y las oposiciones deducidas por 


Luis Lavadenz y José Manuel Aponte, con motivo de las concesiones “Sararenda” y “Blanca” y  


Considerando:  que cual consta del memorial que precede, Luis Lavadenz y José Manuel Aponte, 


este último mediante su apoderado Abdón Saavedra y S., hacen formal desistimiento de las 


apelaciones interpuestas a fojas 30 y fojas 33 contra el auto pronunciado por la Prefectura del 


Departamento de Santa Cruz el 21 de octubre de 1916 corriente a fojas 26, desistimiento aceptado 


por Carlos Calvo, concesionario de la propiedad “Lagunillas” que firma dicho memorial. 


 


Se resuelve: acéptase el desistimiento de Luis Lavadenz y José Manuel Aponte, de las apelaciones 


interpuestas a fojas 30 y 33, contra el auto de fojas 26, debiendo devolverse los presentes obrados a 


la Prefectura del Departamento de Santa Cruz. 


 


Regístrese y devuélvase. 


 
MONTES.-  Néstor Cueto V. 








Resolución Suprema de 25 de Agosto de 1917 


 
Minería.-  En la petición de César Manzoni, denunciando caducidad de la concesión petrolífera de José F. 


Parada, líbrese provisión ordinaria de compulsa, para que se eleven los autos. 


 


Ministerio de Justicia e Industria.-  Bolivia.-  La Paz, a 25 de agosto de 1917. 


 


Vistos y considerando:  que el peticionario César Manzoni entre otros gestores, denunció la 


caducidad de la concesión petrolífera de José F. Parada, por infracción del artículo 1º de la ley de 12 


de diciembre de 1916 acerca de lo cual omitióse pronunciamiento en el decreto de 12 de julio 


último, en cuyo defecto, fué indebidamente negado el recurso de alzada por proveído del 24 del 


mismo. Por tanto, líbrese provisión ordinaria de compulsa para que se eleven los autos. 


 


Regístrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Julio A. Gutiérrez. 








Resolución Suprema de 26 de Octubre de 1917 


 
Minería.-  Tramítese por la Prefectura de Santa Cruz la denuncia de desahucio de la concesión petrolífera 


“Amboró”. 


 


Ministerio de Justicia e Industria.-  Bolivia.-  La Paz, a 26 de octubre de 1917. 


  


Vistos:  la falta de pago de patentes respectivas por dos semestres dentro de los términos prescritos 


por el artículo 133 de la Compilación de las Leyes de minería que determina la declaratoria de 


desahucio del decreto sobre la concesión minera, si previos los trámites de los artículos 156 y 157 no 


se abona las patentes devengadas dentro de quince días, pudiendo denunciarse de desahucio por 


cualquier persona hábil, denuncia de la caducidad de la concesión petrolífera “Amboró” por dicha 


causal contra el adjudicatario José F. Parada, tal denuncia debe tramitarse conforme a la ley por el 


Prefecto del Departamento de Santa Cruz, como Superintendente del ramo, con jurisdicción propia 


para conocer las solicitudes de adjudicación, y también las gestiones de desahucio y demás 


pertinentes, conforme a los artículos 27, 1556, 214, 215 de la citada Compilación; en cuya virtud, 


revocándose las providencias de 17, 18 y 24 de julio de este año (fojas 4 vuelta y ocho vuelta).   


 


Se dispone que esa Prefectura tramite conforme a ley la denuncia de desahucio, y en su caso provea 


a la solicitud de arrendamiento de dicho yacimiento petrolífero, considerando la ley de 12 de 


diciembre de 1916. 


 


Regístrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Julio A. Gutiérrez. 








Resolución Suprema de 29 de Diciembre de 1917 


 
Minería.-  En la apelación formulada por Mamerto Querejazu, respecto de la adjudicación “Chante-Clere”, 


se confirma el auto apelado. 


 


Ministerio de Justicia e Industria.-  Bolivia.-  La Paz, 29 de diciembre de 1917. 


 


Vistos, los antecedentes relativos al recurso de apelación formulado por Mamerto Querejazu, contra 


el auto de la Prefectura de Chuquisaca, que niega la adjudicación de cuatrocientas cuarenta y cinco 


mil hectáreas de yacimientos petrolíferos en Monteagudo, Sapirangui y Ticucha, bajo la 


denominación de “Chante Clere”; con lo dictaminado por el señor Fiscal de Gobierno, y 


 


Considerando:  que formulada la petición en 30 de diciembre de 1915 y puesto el cargo 


correspondiente, quedó sin dársele curso hasta el 12 de enero del presente año, lapso de tiempo que 


hace presumir el abandono de la parte interesada; que dentro de ese período se promulgó la Ley de 


12 de diciembre de 1916, prohibiendo en su artículo 3º, desde esa fecha toda nueva adjudicación de 


yacimientos petrolíferos; que no habiendo el peticionario adquirido derecho de propiedad (artículo 


35 de la Compilación Minera) antes de haberse promulgado dicha ley, en la actualidad no procede la 


adjudicación; que si fué solicitada cuando pudo otorgarse, no se perfeccionó oportunamente, no 


siendo una falta, la del cumplimiento del artículo 27 C. Minera, cualquiera a quien fuese imputable, 


razón para quebrantar el imperio de la citada Ley; en su mérito, 


 


Se confirma el auto apelado de 26 de abril de este año, fojas 5. 


 


Registrada, reintégrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Julio A. Gutiérrez. 








Decreto Supremo de 5 de abril de 1918 


 
Impuesto sobre petróleo.-  Se dispone que los adquirentes a título oneroso de pertenencias de petróleo 


pagarán el impuesto de medio por ciento sobre el monto de la transferencia. 


 
JOSE GUTIERREZ GUERRA 


Presidente de la República de Bolivia 


 


Considerando: 


 


Que la ley de 24 de septiembre de 1917 ha creado el impuesto del medio por ciento sobre el importe 


de las transferencias a título oneroso, de pertenencias de petróleo; 


 


Que para facilitar el pago de ese impuesto y dar eficacia a la percepción del mismo, es preciso 


determinar la forma en que ha de efectuarse, 


  


Decreto: 


 


Artículo 1º.- Los adquirentes a título oneroso de pertenencias de petróleo pagarán el impuesto del 


medio por ciento sobre el monto de la transferencia, empozándolo en los tesoros departamentales o 


antes los subprefectos, y por comisión de éstos y bajo su responsabilidad, ante los intendentes, según 


se celebre el contrato en las capitales de departamentos, provincias o secciones, respectivamente. 


 


Artículo 2º.- Los recaudadores otorgarán certificado del empoce con especificación de los 


contratantes, número de pertenencias transferidas y precio de ellas, firmando el interesado en el 


talón correspondiente. 


 


Artículo 3º.- Los notarios no autorizarán contratos traslativos de dominio de pertenencias 


petrolíferas sin la previa presentación del certificado respectivo, que insertarán en la escritura, 


sancionándose la inobservancia de este requisito con una multa igual al valor del impuesto 


defraudado, sin perjuicio de hacerlo pagar coercitivamente con el interesado omiso. 


 


Artículo 4º.- Se prohibe a los jueces instructores y alcaldes parroquiales legalizar documentos 


privados de adquisición de pertenencias petrolíferas si el interesado no acompaña el certificado de 


abono del impuesto correspondiente, bajo la multa del duplo de lo defraudado. 


 


Artículo 5º.- Los registradores de derechos reales no darán curso a los instrumentos que no 


acrediten haberse pagado el impuesto sobre transmisiones de pertenencias de petróleo; caso 


contrario serán reprimidos con la sanción prevista para los notarios contraventores.  Inmediatamente 


denunciarán al funcionario infractor ante la oficina recaudadora. 


 


Artículo 6º.- El cobro coercitivo del impuesto a los adquirentes omisos, así como de las multas 


previstas por los artículos 3º, 4º y 5º, se hará policiariamente a simple denuncia de cualquier 


ciudadano, y la Policía de Seguridad remitirá semanalmente lo que recaudare al Tesoro 


Departamental. 


 


Artículo 7º.- Los funcionarios reincidentes serán denunciados ante el Fiscal respectivo para su 


juzgamiento penal conforme al artículo 375 y siguientes del Código del ramo. 


 


Artículo 8º.- Los subprefectos encargados de la percepción de este impuesto remitirán 


mensualmente el importe de lo recaudado a los tesoros departamentales, y sus haberes les serán 


pagados sólo después de efectuado aquel empoce. 


 


Artículo 9º.- Los tesoros departamentales remesarán también mensualmente al Tesoro Nacional lo 


recaudado por este concepto. 


 


Artículo 10º.- Mientras se organice la oficina de recaudación de impuestos internos, el Tesoro 


Nacional proveerá a los departamentales y subprefectos recibos talonarios destinados a constar la 


percepción del impuesto. 







 


Artículo  11º.-  Los fiscales velarán por la observancia de estas disposiciones, para la cumplida 


ejecución de la ley de 24 de septiembre de 1917. 


 


Los Ministros de Industria y Hacienda quedan encargados de la ejecución de este Decreto. 


 


Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cinco días de abril de mil 


novecientos dieciocho años. 


 
JOSE GUTIERREZ GUERRA.-  Julio A. Gutiérrez. 








Resolución Suprema de 25 de Abril de 1918 


 
Minería.-  Se confirma el auto apelado en la solicitud de adjudicación de la propiedad “Asunción”, porque 


tratándose de un derecho puramente espectaticio es inaplicable el principio de la irretroactividad de las leyes. 


 


Ministerio de Justicia e Industria.-  La Paz, 25 de abril de 1918. 


 


Vistos en alzada:  la solicitud de Moisés Vásquez y Víctor Cusicanqui, para que se les adjudique con 


el nombre de “Asunción” cien pertenencias sobre vetas de petróleo de Huiltani, Cantón Calacoto, 


Provincia Pacajes; el auto que rechaza tal pedimento (fs. 7 vta.); el dictamen fiscal (fs. 11) y 


 


Considerando:  que la prioridad en la presentación de una solicitud abre simple expectativa para la 


adjudicación de un interés minero, sin cuya declaratoria no se adquiere propiamente derecho sobre 


él; que si bien la solicitud de fs. 3 ganó prioridad conforme al artículo 35 de la Compilación de las 


leyes de Minería, no habiéndose gestionado ni obtenido en más de dos años cuatro meses el auto de 


concesión respectivo, no procedía su expedición con posterioridad a la ley de 12 de diciembre de 


1916 que en su artículo 3º, prohibe la adjudicación de yacimientos de petróleo; que tratándose de un 


derecho puramente espectativo es inaplicable el principio de la irretroactividad de las leyes; en su 


mérito, 


 


Se resuelve:  confírmase el auto apelado de 20 de noviembre de 1917 (fs. 7 vta.). 


 


Regístrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Ricardo Mujía. 








Resolución Suprema de 1º de mayo de 1919 


 
Yacimientos de Petróleo.-  Una vez promulgada la ley que prohibe la adjudicación de yacimientos 


petrolíferos, no pueden considerarse las solicitudes referentes, aunque hubieran sido presentadas con 


anterioridad a dicha promulgación. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 1º de mayo de 1919. 


 


Vistos en grado, los autos de petición petrolífera “Joffre”, hecha por Manuel J. Alcántara y la 


apelación interpuesta por su apoderado José R. Estenssoro contra el auto que niega la adjudicación; 


con el dictamen del señor Fiscal de Gobierno; 


 


Considerando:  que el artículo 3 de la Ley de 12 de diciembre de 1916, prohibe terminantemente 


toda nueva adjudicación de yacimientos petrolíferos, con posterioridad a su promulgación, sin 


referirse, en manera alguna, a la fecha de la presentación, y, en este sentido, teniendo, además, en 


consideración, que el derecho de los particulares a los minerales de petróleo, que originariamente 


pertenecen al Estado, arranca sólo desde la fecha de la concesión, es claro que la Superintendencia 


carece absolutamente de jurisdicción para otorgarla durante la vigencia de la citada Ley, aunque la 


petición se hubiese presentado con anterioridad, ya que el principio de la no retroactividad de las 


leyes es aplicable únicamente tratándose de los casos en que, a tiempo de su promulgación, existían 


derechos adquiridos; que en el caso ocurrente si bien el memorial de fs. 2, solicitando “ochenta  y 


cuatro mil pertenencias sobre depósitos y yacimientos de petróleo entre los cantones Charazani, 


Mocomoco, Italaque, Curva y Atén de las provincias Muñecas y Caupolicán” fue presentado por 


Manuel J. Alcántara en 18 de noviembre de 1916, empero no habiéndose dictado la adjudicación 


oportunamente, esto es, mientras para ello tenía facultad propia la Superintendencia, carece de 


jurisdicción para otorgarla una vez promulgada la ley prohibitiva que cancela la merituada 


atribución, reservando en favor exclusivo del Estado todos los yacimientos no adjudicados con 


anterioridad, debiendo notarse que la providencia de fs. primera vuelta contraída a reservar “hasta 


nueva disposición” la solicitud del apelante, se halla ejecutoriada, por efecto de la Resolución 


Suprema de 3 de febrero de 1917, que corre a fs. 4 vuelta. 


 


Por tanto:  se confirma el auto apelado de 28 de febrero de 1917, pronunciado a fs. 6 vuelta por la 


Superintendencia de este departamento. 


  


Regístrese y reintégrese. 


 


GUTIERREZ GUERRA,-  R. Martínez Vargas 








Resolución Suprema de 1º de mayo de 1919 


 
Yacimientos de Petróleo.-  Una vez promulgada la ley que prohibe la adjudicación de yacimientos 


petrolíferos, no pueden considerarse las solicitudes referentes, aunque hubieran sido presentadas con 


anterioridad a dicha promulgación. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 1º de mayo de 1919. 


 


Vistos en grado, los obrados de la petición petrolífera “Lehman”, hecha por Nicolás Ugalde y la 


apelación interpuesta por su apoderado José R. Estenssoro contra el auto de 28 de febrero de 1917 


que corre a fs. 7 vuelta; con lo dictaminado por el señor Fiscal de Gobierno; y, 


 


Considerando:  que el artículo 3 de la Ley de 12 de diciembre de 1916, prohibe terminantemente 


toda nueva adjudicación de yacimientos petrolíferos, con posterioridad a su promulgación sin 


referirse, en manera alguna, a la fecha de la presentación, y, en este sentido, teniendo, además, en 


consideración, que el derecho de los particulares a los minerales de petróleo, que originariamente 


pertenecen al Estado, arranca sólo desde la fecha de la concesión, es claro que la  Superintendencia 


carece absolutamente de jurisdicción para otorgarla durante la vigencia de la citada Ley, aunque la 


petición se hubiese presentado con anterioridad, ya que el principio de la no retroactividad de las 


leyes es aplicable únicamente tratándose de los casos en que, a tiempo de su promulgación, existían 


derechos adquiridos; que en el caso concreto, si bien el memorial de fs. 2, solicitando “ciento 


sesenta y dos mil petenencias sobre depósitos y yacimientos de petróleo o napta entre los cantones 


Apolo, Ixiamas y San José de Chupiamonas de la provincia de Caupolicán”, fue presentado por 


Nicolás Ugalde en 18 de noviembre de 1916; empero, no habiéndose pronunciado la adjudicación, 


oportunamente, esto es, mientras para ello tenía facultad privativa la Superintendencia, carece de 


jurisdicción para otorgarla una vez promulgada la Ley prohibitiva que cancela la merituada 


atribución, reservando en favor exclusivo del Estado todos los yacimientos no adjudicados con 


anterioridad, debiendo notarse que la providencia de fs. 3, contraída a reservar “hasta nueva 


disposición” la solicitud del apelante, se halla ejecutoriada, por efecto de la Resolución Suprema de 


3 de febrero de 1917 corriente a fs. 5 vuelta. 


 


Por tanto:  se confirma el auto apelado de 28 de febrero de 1917 pronunciado a fs. 7 vuelta por la 


Superintendencia de este departamento. 


  


Regístrese y reintégrese. 
 


GUTIERREZ GUERRA.-  R. Martínez Vargas. 








Resolución Suprema de 1º de mayo de 1919 


 
Yacimientos de Petróleo.-  Una vez promulgada la ley que prohibe la adjudicación de yacimientos 


petrolíferos, no pueden considerarse las solicitudes referentes, aunque hubieran sido presentadas con 


anterioridad a dicha promulgación. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 1º de mayo de 1919. 


 


Vistos en grado, los autos de la petición petrolífera “Kitchener”, hecha por Héctor Salas Ibáñez y la 


apelación interpuesta por su apoderado José R. Estenssoro contra la providencia de 28 de febrero de 


1917 que niega la adjudicación; con el dictamen del señor Fiscal de Gobierno; y, 


  


Considerando:  que el artículo 3 de la Ley de 12 de diciembre de 1916, prohibe terminantemente 


toda nueva adjudicación de yacimientos petrolíferos, con posterioridad a su promulgación, sin 


referirse, en manera alguna, a la fecha de la presentación, y, en este sentido, teniendo, además, en 


consideración, que el derecho de los particulares a los minerales de petróleo, que originariamente 


pertenecen al Estado, arranca sólo desde la fecha de la concesión, es claro que la  Superintendencia 


carece absolutamente de jurisdicción para otorgarla durante la vigencia de la citada Ley, aunque la 


petición se hubiese presentado con anterioridad, ya que el principio de la no retroactividad de las 


leyes es aplicable únicamente tratándose de los casos en que, a tiempo de su promulgación, existían 


derechos adquiridos; que en el caso ocurrente, si bien el memorial de fs. 2, solicitando “doscientas 


cuarenta mil hectáreas sobre depósitos y yacimientos de petróleo, en los cantones Huaicho, Italaque, 


Mocomoco, Charazani y Curva, de las provincias Camacho y Muñecas de este departamento”, fue 


presentado por Héctor Salas Ibáñez en 18 de noviembre de 1916, empero, no habiéndose 


pronunciado la adjudicación oportunamente, esto es, mientras para ello tenía facultad privativa la 


Superintendencia, carece de jurisdicción para otorgarla una vez promulgada la Ley prohibitiva que 


cancela la merituada atribución, reservando en favor exclusivo del Estado todos los yacimientos no 


adjudicados con anterioridad, debiendo notarse que la providencia de fs. 2 vuelta relativa a reservar 


“hasta nueva disposición” la solicitud del apelante, se halla ejecutoriada, por efecto de la Resolución 


Suprema de 5 de febrero de 1917 que sale a fs. 4 vuelta. 


 


Por tanto:  se confirma el auto apelado de 28 de febrero de 1917 pronunciado a fs. 6 vuelta por la 


Superintendencia de este departamento. 


 


Regístrese y reintégrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  R. Martínez Vargas. 








Resolución Suprema de 1º de mayo de 1919 


 
Yacimientos de petróleo.-  Una vez promulgada la ley que prohibe la adjudicación de yacimientos 


petrolíferos, no pueden considerarse las solicitudes referentes, aunque hubieran sido presentadas con 


anterioridad a dicha promulgación. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 1º de mayo de 1919. 


 


Vistos, en grado, los autos de la petición petrolífera “Simón Bolívar”, hecha por José R. Estenssoro 


y la apelación interpuesta por él contra la providencia que niega la adjudicación; con el dictamen del 


señor Fiscal de Gobierno; y, 


 


Considerando:  que el artículo 3 de la Ley de 12 de diciembre de 1916, prohibe terminantemente 


toda nueva adjudicación de yacimientos petrolíferos, con posterioridad a su promulgación sin 


referirse, en manera alguna, a la fecha de la presentación, y, en este sentido, teniendo, además, en 


consideración, que el derecho de los particulares a los minerales de petróleo, que originariamente 


pertenecen al Estado, arranca sólo desde la fecha de la concesión, es claro que la  Superintendencia 


carece absolutamente de jurisdicción para otorgarla durante la vigencia de la citada Ley, aunque la 


petición se hubiese presentado con anterioridad, ya que el principio de la no retroactividad de las 


leyes es aplicable únicamente tratándose de los casos en que a tiempo de su promulgación, existían 


derechos adquiridos; que en el caso ocurrente, si bien el memorial de f. primera, solicitando “sesenta 


pertenencias sobre yacimientos petrolíferos, entre los cantones de Italaque y Charazani, provincias 


Muñecas y Camacho de este departamento”, fue presentado por José R. Estenssoro en 18 de 


noviembre de 1916; empero, no habiéndose pronunciado la adjudicación, oportunamente, esto es, 


mientras para ello tenía facultad privativa la Superintendencia, carece de jurisdicción para otorgarla 


una vez promulgada la Ley prohibitiva que cancela la merituada atribución, reservando en favor 


exclusivo del Estado, todos los yacimientos no adjudicados con anterioridad, debiendo notarse que 


la providencia de f. primera vuelta, relativa a reservar “hasta nueva disposición” la solicitud del 


apelante, se halla ejecutoriada, por efecto de la Resolución Suprema de 5 de febrero de 1917 que 


obra a fs. 5 vuelta. 


 


Por tanto:  se confirma el auto apelado de 28 de febrero de 1917 pronunciado a fs. 6 vuelta por la 


Superintendencia de este departamento. 


 


Regístrese y reintégrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  R. Martínez Vargas. 








Resolución Suprema de 1º de diciembre de 1919 


 
Exploraciones petroleras.- Se autoriza a Richmond Levering & Cía. para iniciar estudios y trabajos de 


exploración y reconocimiento de los yacimientos petroleros comprendidos dentro de la reserva fiscal, en los 


departamentos de Chuquisaca, Santa Cruz y Tarija. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.- La Paz, 1º de diciembre de 1919. 


 


Vistos y considerando:  que el Art. 3º de la Ley de 12 de diciembre de 1916, prohibe toda nueva 


adjudicación de yacimientos petrolíferos, quedando de propiedad exclusiva del Estado los que no 


hubiesen sido objeto de concesiones anteriores y los que cayeren en caducidad; que el Gobierno 


Nacional atendiendo a informaciones fidedignas, que revelan la riqueza del subsuelo boliviano en 


yacimientos de petróleo y dado el movimiento industrial que se desarrolla dentro y fuera del país, 


para explotar dicha sustancia, ha creído oportuno levantar esa prohibición absoluta, que no puede 


mantenerse indefinidamente sin detrimento de la industria nacional, y con tal propósito tiene 


presentado ante el Poder Legislativo un proyecto de ley, para acordar explotaciones de petróleo de 


reserva fiscal en condiciones especiales; que mientras se sancione dicho proyecto, no existe óbice 


legal alguno, y si más bien es de todo punto conveniente para los intereses fiscales, se practiquen 


exploraciones y estudios técnicos tendientes a descubrir y localizar los mantos y yacimientos de 


petróleo, cuya propiedad se halla reservada en favor del Estado por la citada Ley de 1916, que solo 


prohibe las concesiones petrolíferas o sea su enajenación, pero de ningún modo simples estudios 


como los que trata de realizar el proponente, sobre si se considera que el Gobierno Nacional, no 


contrae obligación alguna que pudiera ceder en perjuicio del interés público. 


 


Por tanto, se resuelve:  1º.-  El Gobierno de Bolivia autoriza a Richmond Levering & Cía., para 


iniciar estudios y trabajos de exploración y reconocimiento de los yacimientos de petróleo 


comprendidos dentro de la reserva fiscal, que establece la Ley de 12 de diciembre de 1916, en los 


departamentos de Chuquisaca, Santa Cruz y Tarija; 


 


2º.-  Todas las erogaciones que demandaren dichos estudios y trabajos correrán por cuenta exclusiva 


y riesgo de los proponentes señores Richmond Levering & Cía., sin ninguna responsabilidad de 


parte del Estado; 


 


3º.-  Se concede para iniciar los estudios y trabajos de exploración, el plazo máximo de seis meses, a 


contar desde la fecha de la presente resolución; 


 


4º.-  El Gobierno de Bolivia, teniendo en cuenta el beneficio que reportarán para la industria 


nacional los estudios, reconocimientos y trabajos de exploración que deben realizar por su cuenta los 


señores Richmond Levering & Cía. y como compensación a los gastos que demandan dichas 


labores, les acuerda preferencia para la explotación de los yacimientos petrolíferos de reserva fiscal, 


que llegaren a descubrir, en los departamentos de Chuquisaca, Santa Cruz y Tarija, en igualdad de 


condiciones con cualesquiera otros proponentes, reservándose, además, el Estado su derecho de 


verificar las explotaciones de petróleo por administración directa; y, 


 


5º.-  Finalmente; se dispone que los proponentes Richmond Levering & Cía. depositen en el Banco 


de la Nación Boliviana, a orden del Tesoro Nacional, la suma de veinticinco mil bolivianos (Bs. 


25,000), dentro de treinta días, como garantía de seriedad para hacer uso de la presente autorización.  


Este depósito será devuelto a los proponentes tan luego como inicien los estudios y trabajos sobre el 


terreno, quedando consolidado en favor del Estado siempre que no hagan uso de la autorización 


dentro del plazo acordado. 


 


Registrada, reintégrese esta foja. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Juan Muñoz Reyes 








Resolución Suprema de 13 de noviembre de 1919 


 
Minería.- Por común consentimiento de partes se acepta el desistimiento de la apelación formulada por Luis 


Lavadenz, referente a la concesión petrolífera “El Porvenir”. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.- La Paz, 13 de noviembre de 1919. 


  


Vistos, de común consentimiento de partes:  se acepta  el desistimiento formulado por Luis 


Lavadenz, respecto de la apelación que interpuso a fs. 124 contra el auto de 8 de julio último, 


pronunciado por la Superintendencia departamental, en los obrados de la concesión petrolífera “El 


Porvenir” perteneciente a Severino Campuzano, y se ordena la devolución del proceso, para que la 


Prefectura continúe tramitando la causa. 


 


Regístrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Juan Muñoz Reyes. 








Resolución Suprema de 17 de diciembre de 1919 


 
Exploraciones petrolíferas.-  Se autoriza a Jacobo Backus para iniciar estudios y trabajos de exploración y 


de reconocimiento de los yacimientos petrolíferos, comprendidos dentro de la reserva fiscal, en las provincias 


Camacho, Muñecas, Caupolicán y Pacajes. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 17 de diciembre de 1919. 


 


Vistos y considerando:  que el artículo 3º de la Ley de 12 de diciembre de 1916, prohibe toda nueva 


adjudicación de yacimientos petrolíferos, quedando de propiedad exclusiva del Estado los que no 


hubiesen sido objeto de concesiones anteriores y los que cayeren en caducidad; que el Gobierno 


Nacional atendiendo a informaciones fidedignas, que revelan la riqueza del subsuelo boliviano en 


yacimientos de petróleo y dado el movimiento industrial que se desarrolla dentro y fuera del país, 


para explotar dicha sustancia, ha creído oportuno levantar esa prohibición absoluta, que no puede 


mantenerse indefinidamente sin detrimento de la industria nacional, y con tal propósito tiene 


presentada ante el Poder Legislativo un proyecto de ley, para acordar explotaciones de petróleo de 


reserva fiscal en condiciones especiales, por administración directa o en sociedad con empresas 


organizadas para el efecto; que mientras se sancione dicho proyecto, no existe óbice legal alguno, y 


si más bien es de todo punto conveniente para los intereses fiscales, se practiquen exploraciones y 


estudios técnicos tendientes a descubrir y localizar los mantos y yacimientos de petróleo, cuya 


propiedad se halla reservada en favor del Estado por la citada Ley de 1916 que sólo prohibe las 


concesiones petrolíferas o sea su enajenación, pero de ningún modo simples estudios como los que 


trata de realizar el proponente, sobre todo si se considera que el Gobierno Nacional no contrae 


obligación alguna que pudiera ceder en perjuicio del interés público. 


  


Por tanto se resuelve:   


 


1º.-  El Gobierno de Bolivia autoriza a Jacobo Backus para iniciar estudios y trabajos de exploración 


y de reconocimiento de los yacimientos petrolíferos comprendidos dentro de la reserva fiscal que 


establece la Ley de 12 de diciembre de 1916, en las provincias Camacho, Muñecas, Caupolicán y 


Pacajes del departamento de La Paz; 


 


2º.-  Todas las erogaciones que demandaren los estudios y trabajos merituados, correrán por cuenta 


exclusiva y riesgo del proponente señor Backus, sin responsabilidad alguna para el Estado; 


  


3º.-  Se concede el plazo de seis meses, a contar desde el 1º de enero de 1920, para la iniciación de 


los estudios y trabajo de exploración y de reconocimiento; 


 


4º.-  El Gobierno de Bolivia, atendiendo al beneficio que reportará para la industria nacional el 


trabajo preliminar autorizado al proponente, y como compensación a los gastos que demandan los 


estudios, reconocimientos y exploraciones correspondientes, acuerda preferencia en favor del señor 


Jacobo Backus para la explotación de los yacimientos petrolíferos de reserva fiscal que llegare a 


descubrir en las mencionadas provincias de este departamento, en igualdad de condiciones con 


cualesquiera otros proponentes, reservándose, además, el derecho de verificar las explotaciones del 


petróleo que llegare a descubrirse por administración directa; y, 


 


5º.-  Finalmente: se ordena que el proponente Jacobo Backus deposite en el Banco de la Nación 


Boliviana, a orden del Tesoro Nacional, la suma de veinte mil bolivianos (Bs. 20.000), dentro de 


treinta días de la fecha, como garantía de seriedad para hacer efectiva la autorización que se le 


confiere.  Este depósito será devuelto al proponente tan luego como se inicien los estudios y trabajos 


sobre el terreno, quedando consolidado en favor del Estado siempre que no haga uso de dicha 


autorización dentro del plazo acordado. 


 


Registrada, reintégrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Juan Muñoz Reyes. 








Resolución Suprema de 18 de febrero de 1919 


 
Minería.-  Se declara que en la concesión petrolífera “Surutú” no hay lugar a declararse la deserción y que el 


propietario no ha caído en la sanción del desahucio. 


 
MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 18 de febrero de 1919. 


 


Visto, el proceso relativo al desahucio de la concesión petrolífera “Surutú”, perteneciente a José 


Froilán Parada; las reclamaciones de César Manzoni, pidiendo dicho desahucio, la declaratoria de 


nulidad del pago de la patente del primer semestre de 1917 empozada por él y el arrendamiento de la 


mina; con lo dictaminado por el señor Fiscal de Gobierno, y considerando:  que el Art. 741-2º del 


Procedimiento Civil, establece la deserción por ministerio de la ley, en segunda instancia, como una 


sanción que afecta los intereses particulares del apelante, que abandona las gestiones de su 


incumbencia por más de seis meses; que en la especie, es improcedente la declaratoria de deserción, 


pues no produciría efecto alguno contra el apelante, ya que el desahucio que persigue no le favorece 


y es netamente de interés público, si se tiene en cuenta que, conforme a la disposición del Art. 3º de 


la Ley de 12 de diciembre de 1916, las concesiones petrolíferas caducas o desahuciadas vuelven al 


dominio del Estado, sin poder ser nuevamente materia de adjudicación. 


 


Por tanto:  no hay lugar a la declaratoria de deserción que solicita el concesionario. 


  


Considerando, en el fondo: que si bien por prescripción del Art. 1º de la citada Ley de 12 de 


diciembre de 1916, quedan desahuciadas de pleno derecho las concesiones que no hubiesen abonado 


la patente semestral antes del 30 de junio y 31 de diciembre de cada año, en el caso concreto, no ha 


incurrido en esa sanción el propietario Parada, ni ha caído en desahucio la concesión “Surutú”, 


porque las patentes adeudadas por los dos semestres del año 1917, fueron oportunamente 


canceladas, según acreditan los informes de fs. 4 y fs. 13, siendo igual, para los efectos legales, que 


el pago lo verifique el deudor mismo o por él una tercera persona, ya que en uno u otro caso, quedan 


satisfechos los intereses fiscales y amparados los derechos del concesionario, contra quien debe 


dirigir su acción, por vía independiente, siempre que hubiere lugar, el gestor oficioso que obró el 


lugar suyo; que la circunstancia de sustraer al Estado la participación del diez por ciento, sobre el 


producto bruto de todas las explotaciones de petróleo a que le reconoce derecho el Art. 2º de la 


repetida Ley, no se halla penada con la caducidad o desahucio de la concesión, de modo expreso, y 


aún para el caso de ser evidente la afirmativa, resulta, en la causa, que no existen pruebas 


fehacientes de la explotación actual de los yacimientos petrolíferos de la concesión “Surutú”, cuyo 


arrendamiento es inadmisible, en tal concepto, sin la anuencia del propietario. 


 


En su mérito:  se confirma el auto apelado de fs. 15, pronunciado en 27 de febrero de 1918, por la 


Prefectura de Santa Cruz. 


 


Regístrese. 
 


GUTIERREZ GUERRA.-  R. Martínez Vargas 








Resolución Suprema de 19 de diciembre de 1919 


 
Exploraciones petrolíferas.-  Se autoriza a la Comunidad Petrolífera de Calacoto, para iniciar estudios y 


trabajos de exploración y de reconocimiento de los yacimientos de petróleo comprendidos dentro de la 


reserva fiscal, en la provincia Pacajes, salvando derechos preferentes reconocidos a Jacobo Backus. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.- La Paz, a 19 de diciembre de 1919. 


  
Vistos y considerando:  que el Artículo 3º de la Ley de 12 de diciembre de 1919, prohibe toda nueva 


adjudicación de yacimientos petrolíferos, quedando de propiedad exclusiva del Estado los que no hubiesen 


sido objeto de concesiones anteriores y los que cayeren en caducidad; que el Gobierno Nacional atendiendo a 


informaciones fidedignas, que revelan la riqueza del subsuelo boliviano en yacimientos de petróleo y dado el 


movimiento industrial que se desarrolla dentro y fuera del país, para explotar dicha sustancia, ha creído 


oportuno levantar esa prohibición absoluta, que no puede mantenerse indefinidamente sin detrimento de la 


industria nacional, y con tal propósito tiene presentado ante el Poder Legislativo un proyecto de Ley, para 


acordar explotaciones de petróleo de reserva fiscal en condiciones especiales, por administración directa o en 


sociedad con empresas organizadas para el efecto; que mientras se sancione dicho proyecto, no existe óbice 


legal alguno, si más bien es de todo punto conveniente para los intereses fiscales, se practiquen exploraciones 


y estudios técnicos tendientes a descubrir y localizar los mantos y yacimientos de petróleo, cuya propiedad se 


halla reservada en favor del Estado por la citada Ley de 1916, que solo prohibe las concesiones petrolíferas o 


sea su enagenación, pero de ningún modo simples estudios como los que trata de realizar el proponente, sobre 


todo si se considera que el Gobierno Nacional, no contrae obligación alguna que pudiera ceder en perjuicio 


del interés público;  Considerando:  que en atención a lo expuesto autorizó el Gobierno a Jacobo Backus, por 


Resolución Suprema de 17 del presente, para verificar estudios y trabajos preliminares de reconocimiento y 


exploración en los terrenos petrolíferos de reserva fiscal ubicados en las provincias Camacho, Muñecas, 


Caupolicán y Pacajes de este departamento, no existiendo razón legal alguna para negar igual autorización a 


otros proponentes que traten de realizar análogos trabajos, en cuando no se opongan ni entren en colición con 


los derechos preestablecidos de anteriores concesionarios, que conservan la preferencia que les ha sido 


acordada. 


 


Por tanto:  SE RESUELVE:  1º.-  El Gobierno de Bolivia, autoriza a la Comunidad Petrolífera de 


Calacoto, representada por Alberto Díaz Lira, para iniciar estudios y trabajos de exploración y de 


reconocimiento de los yacimientos de petróleo comprendidos dentro de la reserva fiscal, establecida 


por Ley de 12 de diciembre de 1916, en la provincia Pacajes del departamento de La Paz, salvando 


los derechos preferentes reconocidos en favor de Jacobo Backus; 


 


2º.-  Todas las erogaciones que demandaren los estudios y trabajos merituados, correrán por cuenta 


exclusiva y riesgo de la Comunidad Petrolífera de Calacoto, sin responsabilidad alguna para el 


Estado; 


 


3º.-  Se concede el plazo de seis meses, a contar desde el 1º de enero de 1920, para la iniciación de 


los estudios y trabajos de exploración y de reconocimiento; y;  


 


4°.-  Finalmente: se ordena que la proponente Comunidad Petrolífera de Calacoto, deposite en el 


Banco de la Nación Boliviana, a orden del Tesoro Nacional, la suma de veinticinco mil bolivianos  


(Bs. 25,000), dentro de treinta días de la fecha, como garantía de seriedad, para hacer efectiva la 


autorización que se le confiere.  Este depósito será devuelto a la sociedad proponente tan luego 


como se inicien los estudios y trabajos sobre el terreno, quedando consolidado en favor del Estado, 


siempre que no haga uso de dicha autorización dentro del plazo acordado. 


 


Registrada, reintégrese.  


 
GUTIERREZ GUERRA.-  Juan Muñoz Reyes. 








Resolución Suprema de 20 de febrero de 1919 


 
Minería.-  Se acepta el desistimiento de Jorge Machicado, en la concesión petrolífera “El Porvenir”. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 20 de febrero de 1919. 


  


Vistos:  de acuerdo con lo dictaminado por el señor Fiscal y en virtud del memorial que precede: se 


acepta, conforme al Art. 325 del Procedimiento Civil, el desistimiento presentado el 3 del mes en 


curso, por Jorge Machicado, quedando sin efecto la alzada interpuesta contra el auto de fs. 91, que 


rechaza la oposición deducida en nombre de aquel por Teodoro Machicado, al perfeccionamiento de 


la concesión petrolífera “El Porvenir”, constante de cinco mil pertenencias, en el cantón Calacoto, 


provincia Pacajes de este departamento.  Y por lo que respecta al mejor derecho de propiedad que 


alegan Luis Lavadenz, en representación de la “Comunidad Petrolífera El Porvenir de Calacoto” y 


Severino Campuzano, SE DECLARA:  que no corresponde a este despacho dictar resolución 


alguna, por no ser punto apelado. 


 


Registrada, reintégrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.-  R. Martínez Vargas. 








Resolución Suprema de 20 de febrero de 1919 


 
Minería.-  Se declara desierta la alzada, en la concesión petrolífera “Pensilvania”. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 20 de febrero de 1919. 


 


Vistos, los obrados de la concesión petrolífera “Pensilvania” de Angel Sandoval y la denuncia de 


caducidad de Miguel H. Velasco, con lo dictaminado por el señor Fiscal, y considerando: 


 


Que el apelante Velasco no ha comparecido en esta instancia, dentro del término que señala el Art. 


699 del Procedimiento Civil, para expresar agravios, en el recurso interpuesto por él contra el auto 


de 10 de julio de 1918, expedido a fs. II por la Superintendencia de Santa Cruz, negando la 


adjudicación del interés petrolífero “Pensilvania”. 


 


Por tanto:  se declara desierta dicha alzada, en conformidad a los Arts. 751 y 752 del citado 


Procedimiento. 


 


Se hace notar a la Prefectura de Santa Cruz, que siendo definitivo dentro del procedimiento 


administrativo, el auto que niega la adjudicación de pertenencias mineras, no puede limitarse la 


concesión de la alzada, a sólo el efecto devolutivo. 


 


Registrada, reintégrese. 
 


GUTIERREZ GUERRA.-  R. Martínez Vargas. 








Resolución Suprema de 28 de noviembre de 1919 


 
Minería.-  Se declara desierto el recurso de apelación interpuesto por José R. Estenssoro, respecto de la 


devolución de varios valores invertidos en diferentes peticiones petrolíferas. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.- La Paz, 28 de noviembre de 1919. 


 


Vistos en grado, los obrados relativos a la devolución de los valores invertidos en las peticiones 


petrolíferas “Simón Bolívar”, “Pedro Valdivia”, “Joffre”, “Kitchener” y “Lheman”, por José R. 


Estenssoro y otros; con lo dictaminado por el señor Fiscal de Gobierno; y, 


 


Considerando:  que según resulta del examen del proceso y consta del informe que precede, no se ha 


apersonado el apelante en esta instancia, dentro del término legal, dando mérito a la deserción 


prevista por los Art. 751 y 752 del Procedimiento Civil. 


 


Por tanto:  se declara desierto el recurso de apelación interpuesto a fs. 63 por José R. Estenssoro, 


contra el auto de 3 de junio del año en curso, que niega la devolución merituada. 


 


Regístrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.- Juan Muñoz Reyes. 








Resolución Suprema de 30 de diciembre de 1919. 


 
Minería.-  Se niega la reconsideración solicitada por Valentín López de Diego, respecto de la concesión 


petrolífera “Triple Alianza”. 


 


MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 30 de diciembre de 1919. 


 


Vistos: y considerando:  que la Ley de 12 de diciembre de 1916 ha sido debidamente aplicada, en el 


caso concreto, ya que ella prohibe, de manera terminante, toda nueva concesión petrolífera, sin 


exceptuar los pedimentos anteriores a su vigencia; que la Resolución Suprema, (traída a colación), 


pronunciada en la concesión “Triple Alianza”, guarda perfecta armonía con la que se ha dictado en 


la presente causa, por cuanto en uno y otro caso se ha establecido que la caducidad y la perención de 


instancia, no se operan sino al vencimiento de los términos legales, debiendo notarse que la 


adjudicación “Triple Alianza”, fue otorgada con anterioridad a la citada ley de reserva fiscal.  Por 


tanto se niega la reconsideración solicitada por Valentín López de Diego. 


 


Regístrese. 
 


GUTIERREZ GUERRA.-  Juan Muñoz Reyes. 








Resolución Suprema de 14 de octubre de 1919 


 
Minería.-  Se declara improcedente la alzada interpuesta por el concesionario de 7.000 hectáreas petrolíferas, 


con la denominación de “Victoria”. 


 
MINISTERIO DE FOMENTO E INDUSTRIA.-  La Paz, 14 de octubre de 1919. 


 


Vistos en grado, los obrados relativos a la adjudicación de 7,000 hectáreas petrolíferas que, con el 


nombre de “Victoria”, solicita Walter Carvajal, en el río Manuque y sus afluentes, cantón Tumupasa 


de la provincia Caupolicán, sobre el mismo terreno que correspondía a la concesión caduca de igual 


nombre, perteneciente a Eduardo Hawley; con el dictamen del señor Fiscal de Gobierno; y, 


 


Considerando:  que la providencia apelada de fs. 6 vta., al ordenar se acompañe el papel sellado 


correspondiente, por tratarse realmente de una nueva petición, no define derecho alguno, y siendo de 


mero trámite no es susceptible del recurso de alzada; que además, habiéndose declarado por Ley de 


12 de diciembre de 1916, la reserva de yacimientos petrolíferos, antes de la concesión, no se la 


puede otorgar al presente, y en este sentido resulta que el apelante carece de personería. 


 


Por tanto:  se declara improcedente la alzada interpuesta contra la providencia expedida a fs. 6 vta. 


por la Superintendencia de este departamento. 


 


Regístrese. 


 
GUTIERREZ GUERRA.- Juan Muñoz Reyes. 








DECRETO SUPREMO DE 11 DE ABRIL 1900 
Patentes mineras.- Se reglamenta la ley de 15 de Enero. 


 
JOSE MANUEL PANDO 


Presidente Constitucional de la República 
 
Considerando: 
 
Que el producto de patentes de minas ha dejado de formar parte de las rentas nacionales y 
ha sido declarado ingreso departamental; 
 
Que para la recaudación conveniente de ese impuesto es necesario reglamentar la ley de 15 
de Enero del presente año; 
 
Decreto: 
 
Artículo 1.- Es ingreso departamental el producto de las patentes mineras y de las 
sustancias inorgánicas correspondiente al distrito minero donde se hallen ubicadas las 
respectivas pertenencias. 
 
Artículo 2.- En el Departamento de Potosí, el producto de dichas patentes mineras y de 
sustacnicas inorgánicas, pertenece al Concejo departamental. 
 
Artículo 3.- Los administradores de los tesoros departamentales y la municipalidad en el 
Departamento de Potosí recaudarán respectivamente ese impuesto. 
 
Artículo   4.- Todos los ingresos provenientes de patentes de minas y de pertenencias sobre 
sustancias inorgánicas, no metálicas, devengados hasta el día 15 de Enero del presente año, 
pertenecen al Tesoro Nacional, y á medida que se hagan efectivos por los recaudadores 
expresados en este decreto, serán depositados por estos en el Banco Nacional de Bolivia á 
orden del director del Tesoro Nacional. 
 
Artículo  5.- conforme con las leyes del caso y para todos los efectos previsto por las 
disposiciones del código de minería y de las leyes que rigen la propiedad de las sustancias 
inorgánicas no metálicas, los administradores de los tesoros departamentales y el Concejo 
Departamental de Potosí, expedirán los certificados que se les pidiere por quien tuviere 
interés en ello. 
 
Artículo  6.- Los administradores de los tesoros departamentales abrirán en los libros una 
cuenta nueva denominada  Patentes mineras y de sustancias inorgánicas no metálicas, en la 
que , conformándose con las leyes de la contabilidad fiscal, harán constar el movimiento de 
esta cuenta. 
 
Artículo 7.- Los administradores de los tesoros departamentales, pasarán á la Prefectura un 
cuadrado semestral en el que consignarán el número de pertenencias que se hubiere 
adjudicado dentro del último semestre, el de las adjudicadas anteriormente, el de las 
litigiosas  y el de las que hayan vuelto al dominio del Estado, en cada caso se hará constar 







el nombre del distrito minero en que esté situada la pertenencia, el del adjudicatario, fecha 
de la adjudicación y sustancia contenida en ella,, como fuere posible;  dicha cuadro se 
elevará al Ministerio de Hacienda é Industria y el Prefecto de Potosí, mandará formarlo en 
vista de los documentos de la secretaría y lo elevará al propio Ministerio. 
 
Artículo  8.- Quedan sin efecto las disposiciones que con carácter provisional se adoptaron 
en el oficio que con fecha 21 de Marzo último, se comunicó al Prefecto de Potosí 
relativamente á la recaudación del producto de patentes mineras y de sustancias inorgánicas 
no metálicas. 
 
El Ministro de Hacienda é Industria queda encargado de la ejecución y cumplimiento del 
presente decreto. 
 
Dado en La Paz, á 11 de Abril de 1900. 
 


JOSE MANUEL PANDO 
DEMETRIO CALBIMONTES. 








DECRETO SUPREMO DE 8 DE MAYO 
 


Sustancias inorganicas.- Se reglamenta la ley de 11 de Abril 
 


JOSE MANUEL PANDO 
Presidente Constitucional de la República 


 
Considerando: 
 
Que tenido presente que la adquisición y conservación de la propiedad de terrenos que contienen sustancias 
inorgánicas no metálicas de que se ocupan la ley de 19 de Octubre de 1871 y el Supremo Decreto 
Reglamentario de 31 de Diciembre de 1872, debe facilitarse para proteger la creación y el desenvolvimiento 
de las industrias fundadas en la explotación de ellas; 
 
Que la Ley de 11 de Abril del presente año, dictada por la Convención Nacional, recae sobre dos materias 
distintas, cuya legislación puede reglamentarse independientemente; 
 
Que la industria nacional reclama urgentemente la reglamentación de aquella ley, en lo concerniente a las 
sustancias inorgánicas no metálicas. 
 
En uso de mis atribuciones constitucionales– 
 
Decreto: 
 
Artículo 1.- En lo sucesivo, se adquirirá y conservará la propiedad de los terrenos que contienen las 
sustancias expresadas en el artículo 3° de la Ley de 19 de Octubre de 1871 y el 1° del Supremo Decreto 
Reglamentario de 31 de Diciembre de 1872, con sujeción a las prescripciones de la Ley de Minería. 
 
Artículo 2.- Pertenecen también originariamente al Estado las sustancias inorgánicas no metálicas expresadas 
en el artículo 1° del Decreto de 31 de Diciembre de 1872 y otras, y las sustancias inorgánicas de naturaleza 
terrosa, expresadas en el artículo 23 de dicho decreto y otras, cualquiera que sea su origen y forma de 
yacimiento, hállense en el interior de la tierra o en la superficie. 
 
Artículo 3.- Las sustancias inorgánicas de naturaleza terrosa, como las piedras silíceas o las de construcción, 
las arenas, las tierras arcillosas y las piedras y tierras calíceas de toda especie, son de aprovechamiento común 
o propio, según la costumbre o usos establecidos en las diferentes localidades. 
 
Artículo 4.- Además, de todos los requisitos con que debe presentarse la solicitud de concesión de 
pertenencias, según el artículo 7° de dicho reglamento, se expresará con toda claridad, la sustancia que 
contiene el terreno pedido y se acompañará una muestra de ella, que se depositará en el museo del lugar y en 
su defecto en la Secretaría, con un documento autorizado por el Secretario de la Prefectura, en que se 
consignarán todas las condiciones de su presentación. 
 
Artículo 5.- En lo sucesivo, todo individuo en ejercicio de los derechos civiles, puede obtener un o más 
pertenencias en vetas o depósitos de sustancias inorgánicas no metálicas y de naturaleza terrosa, por una sola 
concesión en minerales conocidos solamente sesenta y cuatro pertenencias, en minerales recién descubiertos. 
Las pertenencias que por su conjunto formen una concesión, deberán estar agrupadas sin solución de 
continuidad, de suerte que las contiguas se unan en toda la longitud de cualquier de sus lados. 
 
Artículo 6.- La prioridad en la presentación de la solicitud de concesión, da derecho preferente. 
 
Artículo 7°.- La pertenencia o unidad de medida para las concesiones de todas las sustancias a que se refiere 
el Supremo Decreto de 31 de Diciembre de 1872, será un sólido de base cuadrada de cien metros de lado, 
medido horizontalmente en la dirección que designe el peticionario y de profundidad indefinida. 
 
Artículo 8°.- Las concesiones son a perpetuidad, mediante el pago de una patente por hectárea igual a la que 
se haga por las que se adjudica conforme a las prescripciones de la ley de minas. 
 
Artículo 9°.- Los actuales poseedores de pertenencias que contienen sustancias inorgánicas no metálicas, ó 
de naturaleza terrosa adquirida según las prescripciones del Decreto Supremo de 28 de Octubre de 1882, 
pueden reconstituirlas en la forma prescrita por la ley de minería de 1880, sin perjuicio de los derechos 
adquiridos por terceros. 
 







Artículo 10.- Las concesiones hechas bajo el imperio del Supremo Decreto citado en el artículo precedente, 
comenzarán á gozar de todas las garantías y franquicias consagradas por la ley de minería, desde que sean 
reconstituidas y comiencen á pagar la patente, conforme con sus prescripciones. 
 
 
Artículo 11°.- Los empresarios que exploten los terrenos de que se ocupa este reglamento, están sujetos al 
fuero común, y la constitución de sociedades mineras, se rige por las prescripciones de la Ley de 13 de 
Noviembre de 1886 y por el Código mercantil, en todo lo que no se oponga á las disposiciones de la ley de 11 
de Abril último. 
 
Artículo 12°.- En caso de ejecución, las pertenencias sobre sustancias inorgánicas no metálicas, no podrán 
embargarse; pero a fin de que la ejecución siga sus trámites, los acreedores podrán nombrar uno ó más 
interventores, que serán a la vez depositarios de las utilidades líquidas de la “Empresa respectiva. 
 
 
Artículo 13°.- Para el cateo, petición de pertenencias y su concesión, mensura demarcación y posesión de 
pertenencias mineras, registro, percepción de patentes y reconstitución de estacas de sustancias inorgánicas 
no metálicas; así como para la expropiación por utilidad pública, servidumbre, policía minera y 
nombramiento de interventor, se observarán todas las prescripciones relativas o vigentes, contenidas en la ley 
de minería de 13 de Octubre de 1880, por el Reglamento de 28 de Octubre de 1882 y el Supremo Decreto de 
21 de Setiembre de 1892, que no estén en contradicción con la ley de 11 de Abril de presente año. 
 
Artículo 14°.- Las demás disposiciones de la referida ley de 11 de Abril último, serán oportunamente 
reglamentadas, y los preceptos del presente reglamento, serán modificados en todo lo que exigiere la índole y 
en conjunto de aquella ley. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda e Industria, queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a 8 de Mayo de 1900 años. 
 


JOSE MANUEL PANDO 
DEMETRIO CAMBIMONTE 








LEY DEL 15 DE ENERO DE 1900 
 


PATENTES MINERAS.- Su rendimiento se declara ingreso departamental. 
 


JOSE MANUEL PANDO 
Presidente Constitucional de Bolivia. 


 
Por cuanto: la Convención Nacional ha sancionado la siguiente ley: 
 
LA CONVENCION NACIONAL 
 
Decreta: 
 
Artículo 1.- Se declara ingreso departamental en producto de las patentes mineras y de 
sustancias inorgánicas, correspondiente al distrito minero donde se hallen ubicadas las 
respectivas propiedades. 
 
Artículo 2.- El producto de este impuesto, en el Departamento de Potosí, se adjudica al 
Concejo Municipal de la ciudad, para el sostenimientos y mejora de la Instrucción primaria 
de todo el Departamento. 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. Sala de sesiones de la 
Convención Nacional.- Oruro, 15 de Enero de 1900. 
 
PASTOR SAINZ. 
ABEL ITURRALDE. C. SECRETARIO. 
ISAAC G. EDUARDO C. SECRETARIO. 
 
Por tanto: la promulgo para que se tenga y cumpla como ley de la República. Palacio de 
Gobierno en la Ciudad de Oruro, a 15 de Enero de 1900. 








Resolución del 22 de Septiembre 1903 


 


Pertenencias inorgánicas no metalíferas.- Los que tengan en tramitación sobre 


concesiones de este género, pedidos con sujeción al decreto de 31 de diciembre de 1872. 


pueden acogerse a la ley de 11 de abril de 1900 


 


MINISTERIO DE HACIENDA E INDUSTRIA.- La Paz, 22 de Septiembre de 1903. 


 


Vistos y considerando: que no hay ley que prohiba acogerse a la nueva ley de 11 de abril 


de 1900, a los que tengan en tramitación expedientes sobre concesiones de pertenencias 


de Sustancias inorgánicas no metalíferas, pedidas con sujeción al decreto de 31 de 


diciembre de 1872; que esta facultad implícitamente reconocida por los artículos 9 de la 


dicha ley y 28 de la de 13 de octubre de 1880. Considerando, en la especie: que José M. 


Portillo, representante de la sociedad El Porvenir pidió impropiamente la reconstitución 


de una estaca de bórax solicitada por su socio Vicente Zavala, con el nombre de 


“Guadalupe” en febrero de 1900, en  Pampa de Corregidores, distrito de Colcha, 


provincia de Nor-Lípez, explicando posteriormente por sus memoriales f. 49 y 51, que su 


ánimo es acogerse a la ley referida de 11 de abril y su reglamento de 8 de mayo de 1900; 


que en esta virtud no hay inconveniente alguno para aceptar esta petición en la forma y 


condiciones expuestas, manteniendo el derecho preferente adquirido por Zavala. Por 


tanto: se declara acogida dicha solicitud de fs. 1 a las disposiciones mencionadas, 


debiendo en consecuencia la Prefectura de Potosí, continuar la tramitación del expediente 


Guadalupe, con sujeción a ellas. 


 


Regístrese. 


 


PANDO. 


I.CALDERON 







